MINISTERIO DE MEDIO AMBIENTE Y MEDIO RURAL Y MARÍTIMO

Dirección General de Sostenibilidad de la Costa y del Mar

Servicio Provincial de Costas de ___________
<Dirección>______________________
Su referencia: <Número de expediente>
Asunto: Notificación Inicio de Procedimiento sancionador
Fecha: ________________


Don _______________________, mayor de edad, con domicilio en _____________________, código postal ______, en el Expediente SANCIONADOR ________________, ante la Dirección General de Costas, comparezco y como mejor proceda en derecho
DIGO:

Que se me ha comunicado el inicio de un procedimiento sancionador por el Servicio Provincial de Costas de ____________, el día __ de ______ de 2008, 
HECHOS:


Primero: Que el ____ de ______ de _________ fuí denunciado por los <agentes del SEPRONA, Guardia Civil etc.> por la presunta infracción de <Copia de los hechos imputados>


Segundo: Que los hechos contenidos en el boletín de denuncia, sobre los que se sostiene la imputación de la infracción administrativa, no se corresponden con la realidad ya que no estaba acampado sino que me encontraba en el interior de un vehículo tipo autocaravana destinado al transporte de personas en un lugar de estacionamiento autorizado del dominio público marítimo terrestre fuera de una playa.
.

FUNDAMENTOS DE DERECHO:

Primero.-

La Ley de 22/1998 de 28 de Julio de Costas  establece en sus arts. 3º,4º y 5º lo que son bienes de dominio público marítimo-terrestre estatal en virtud de lo dispuesto en el artículo 132.2 de la CE: 

3). Son bienes de dominio público marítimo-terrestre estatal, en virtud de lo dispuesto en el artículo 132.2 de la Constitución:

1. La ribera del mar y de las rías, que incluye:

a) La zona marítimo-terrestre o espacio comprendido entre la línea de bajamar escorada o máxima viva equinoccial, y el límite hasta donde alcanzan las olas en los mayores temporales conocidos o, cuando lo supere, el de la línea de pleamar máxima viva equinoccial. Esta zona se extiende también por las márgenes de los ríos hasta el sitio donde se haga sensible el efecto de las mareas.

Se consideran incluidas en esta zona las marismas, albuferas, marjales, esteros y, en general, los terrenos bajos que se inundan como consecuencia del flujo y reflujo de las mareas, de las olas o de la filtración del agua del mar.

b) Las playas o zonas de depósito de materiales sueltos, tales como arenas, gravas y guijarros, incluyendo escarpes, bermas y dunas, tengan o no vegetación, formadas por la acción del mar o del viento marino, u otras causas naturales o artificiales.

2. El mar territorial y las aguas interiores, con su lecho y subsuelo, definidos y regulados por su legislación específica.

3. Los recursos naturales de la zona económica y la plataforma continental, definidos y regulados por su legislación específica.

4). Pertenecen asimismo al dominio público marítimo-terrestre estatal:

1. Las accesiones a la ribera del mar por depósito de materiales o por retirada del mar, cualesquiera que sean las causas.

2. Los terrenos ganados al mar como consecuencia directa o indirecta de obras, y los desecados en su ribera.

3. Los terrenos invadidos por el mar que pasen a formar parte de su lecho por cualquier causa.

4.  Los terrenos acantilados sensiblemente verticales, que estén en contacto con el mar o con espacios de dominio público marítimo-terrestre, hasta su coronación.

5. Los terrenos deslindados como dominio público que por cualquier causa han perdido sus características naturales de playa, acantilado, o zona marítimo-terrestre, salvo lo previsto en el artículo 18.

6. Los islotes en aguas interiores y mar territorial.

7. Los terrenos incorporados por los concesionarios para completar la superficie de una concesión de dominio público marítimo-terrestre que les haya sido otorgada, cuando así se establezca en las cláusulas de la concesión.

8. Los terrenos colindantes con la ribera del mar que se adquieran para su incorporación al dominio público marítimo-terrestre.

9. Las obras e instalaciones construidas por el Estado en dicho dominio.

10. Las obras e instalaciones de iluminación de costas y señalización marítima, construidas por el Estado cualquiera que sea su localización, así como los terrenos afectados al servicio de las mismas, salvo lo previsto en el artículo 18.

11. Los puertos e instalaciones portuarias de titularidad estatal, que se regularán por su legislación específica.

5) Son también de dominio público estatal:

”las islas que estén formadas o se formen por causas naturales en el mar territorial o en aguas interiores o en los ríos hasta donde se hagan sensibles las mareas, salvo las que sean de propiedad privada de particulares o entidades públicas o procedan de la desmembración de ésta, en cuyo caso serán de dominio público su zona marítimo-terrestre, playas y demás bienes que tengan este carácter, conforme a lo dispuesto en los artículos 3 y 4.”
  

El capitulo III de la Ley de Costas que Rubrica Deslindes en su artículo 11 señala:

“Para la determinación del dominio público marítimo-terrestre, se practicarán por la Administración de Estado los oportunos deslindes, ateniéndose a las características de los bienes que lo integran conforme a lo dispuesto en los artículos 3, 4 y 5 de la presente Ley.”
El artículo 13.1 del mismo titulo y Ley  determina  en lo que ahora interesa:

“El deslinde aprobado, al constatar la existencia de las características físicas, relacionadas en los artículos 3, 4, y 5, declara la posesión y la titularidad dominical a favor del Estado, dando lugar al amojonamiento….”

De los preceptos señalados se infiere que el dominio público marítimo terrestre está formado por una gran cantidad de bienes y que el deslinde y posterior amojonamiento se realiza de todo el demanio y no de un bien en concreto.

Segundo.-

El Titulo III de la Ley de Costas rubrica “UTILIZACIÓN DEL DOMINIO PÚBLICO MARITIMO-TERRESTRE”

El art. 31.1 establece que:

“La utilización del dominio público marítimo-terrestre y, en todo caso, del mar y su ribera será libre, pública y gratuita para los usos comunes y acordes con la naturaleza de aquél, tales como pasear, estar, bañarse, navegar, embarcar y desembarcar, varar, pescar, coger plantas y mariscos y otros actos semejantes que no requieran obras e instalaciones de ningún tipo y que se realicen de acuerdo con las leyes y reglamentos o normas aprobadas conforme a esta Ley.”

El art. 33.1 establece que:

“Las playas no serán de uso privado, sin perjuicio de lo establecido en la presente Ley sobre las reservas demaniales.

2. Las instalaciones que en ellas se permitan, además de cumplir con lo establecido en el artículo anterior, serán de libre acceso público, salvo que por razones de policía, de economía u otras de interés público, debidamente justificadas, se autoricen otras modalidades de uso.

3. Las edificaciones de servicio de playa se ubicarán, preferentemente, fuera de ella, con las dimensiones y distancias que reglamentariamente se determinen.

4. La ocupación de la playa por instalaciones de cualquier tipo, incluyendo las correspondientes a servicios de temporada, no podrá exceder, en conjunto, de la mitad de la superficie de aquélla en pleamar y se distribuirá de forma homogénea a lo largo de la misma. Se solicitará de la Administración del Estado la distribución cuando se estime que existen condiciones especiales.

5. Quedarán prohibidos el estacionamiento y la circulación no autorizada de vehículos, así como los campamentos y acampadas.”

De la lectura de los preceptos transcritos se deduce que  lo que la ley prohíbe expresamente es el estacionamiento, circulación, campamentos y acampadas dentro de una parte del demanio marítimo-terrestre  como es la playa, no en otros lugares del demanio lo cual es fácilmente constatable a poco que visitemos cualquier zona de mar, y comprobemos la cantidad de aparcamientos, y edificaciones realizadas dentro del demanio, fuera de las playas, salvo lo dispuesto en los apartados 2, 3 y 4 del artículo 33.

Todo el artículo 33 de la Ley de costas hace referencia exclusivamente a las playas y no al resto de bienes que de acuerdo con los artículos 3, 4 y 5 de la Ley conforman el demanio marítimo-terrestre.

Tercero.-

La Dirección General de Tráfico en su Instrucción 08/V-74 de fecha 27 de enero de 2008, define los artículos 90 al 94 del Reglamento General de Circulación como únicos requisitos para el estacionamiento de cualquier vehículo e interpreta que la presencia de personas en el interior es irrelevante para la maniobra de estacionamiento:

“No establece el Reglamento General de Circulación otras condiciones que deban cumplirse  al efectuar la parada o el estacionamiento de un vehículo, por lo que esta Dirección General de Tráfico considera que mientras un vehículo cualquiera está correctamente estacionado, sin sobrepasar las marcas viales de delimitación de la zona de estacionamiento, ni la limitación temporal del mismo, si la hubiere, no es relevante el hecho de que sus ocupantes se encuentren en el interior del mismo y la autocaravana no es una excepción, bastando con que la actividad que pueda desarrollarse en su interior no trascienda al exterior mediante el despliegue de elementos que desborden el perímetro del vehículo tales como tenderetes, toldos, dispositivos de nivelación, soportes de estabilización, etc.”

Se adjunta fotocopia de la Instrucción 08/V-74 de la Dirección General de Trafico

Los agentes denunciantes no especifican en el informe cuales han sido los motivos que les han llevado a denunciar que me encontraba acampado, salvo  por el hecho de tratarse de un vehiculo autocaravana.

Si se hubiera tratado de un vehiculo de los acondicionados para la venta en los mercadillos  que se hubiera encontrado estacionado en el mismo lugar, y sus propietarios en el interior ¿los hubieran denunciado también por venta ambulante, pese a tener todo cerrado y aprovechando que la venta ambulante está prohibida en casi todos los municipios salvo días concretos? 
Cuarto.-

Si bien tanto la denuncia formulada por los agentes de la autoridad, gozan de la presunción de certeza que el artículo 173.3 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, modificado por la Ley 4/99, les otorga,  en este caso concreto no se discute la veracidad de los hechos  denunciados sino la interpretación y calificación de unos hechos que realizan los propios agentes que no pueden subsumirse en el contenido del artículo 33.5 de la Ley de Costas, que como ya se ha señalado lo que prohíbe es el estacionamiento, circulación, campamentos y acampadas en las playas.
Es cierto que me encontraba estacionado en el lugar señalado, en el expediente al igual que otros vehículos,  porque no existe Ley, ni señal que expresamente  lo prohíba. La interpretación realizada por los Agentes en cuanto a que me encontraba acampado, basándose en el tipo de vehiculo utilizado pero  sin desplegar ningún elemento exterior que ocupara la vía pública fuera del perímetro del mismo, carece de la razonable consistencia necesaria en que debe basarse cualquier tipo de sanción, porque lo que se está realizando es una interpretación extensiva del contenido del precepto y que se encuentra vetada en el ordenamiento en el  art. 129.3 de la Ley 30/1992 que señala: “Las normas definidoras de infracciones y sanciones no serán susceptibles de aplicación analógica” 

Por todo lo expuesto, 

SOLICITO:

Que se tenga por presentado este escrito, y por interpuesto en tiempo y forma, las ALEGACIONES contra el expediente sancionador de fecha _____________ por el Jefe del Servicio Provincial de Costas en _____________ y sea sobreseído por ser contrario a Derecho. 

Por ser de Justicia que solicito en _____________ a ____________ de 2008.
Firma y NIF

<Incluir una fotocopia de la Instrucción 08/V-74>
